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EB 2024/169

Resolución 010/2025, de 22 de enero, de la Titular del Órgano 

Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de 

Euskadi / Euskal Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen 

Administrazio Organoaren titularra, en relación con el recurso especial en 

materia de contratación interpuesto por la empresa JARDINERÍA ILUNTZE 

S.L.U., contra la adjudicación del contrato de “Servicio de conservación y 

mantenimiento de zonas ajardinadas, arbolado urbano, parterres, 

jardineras de vía pública, paseos peatonales y campo de rugby del 

municipio de Igorre”, tramitado por el Ayuntamiento de Igorre.

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 7 de octubre de 2024 ha tenido entrada en el registro del 

Órgano Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma 

de Euskadi / Euskal Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen 

Administrazio Organoa (en adelante, OARC / KEAO) el recurso especial en 

materia de contratación interpuesto ante el órgano de contratación por la 

empresa JARDINERÍA ILUNTZE S.L.U. (en lo sucesivo, ILUNTZE), contra la 

adjudicación del contrato de “Servicio de conservación y mantenimiento de 

zonas ajardinadas, arbolado urbano, parterres, jardineras de vía pública, paseos 

peatonales y campo de rugby del municipio de Igorre”, tramitado por el 

Ayuntamiento de Igorre.

SEGUNDO: El 8 de octubre este OARC / KEAO remitió el recurso al poder 

adjudicador y le solicitó, además de la copia del expediente de contratación, el 

informe al que se refiere el artículo 56.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico 

español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante, LCSP). Dicha 

documentación se recibió entre el 7 y el 10 de octubre de 2024.
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TERCERO: Trasladado el recurso a los interesados con fecha 11 de octubre, por 

GOROSTI S. COOP. LIMITADA (GOROSTI), adjudicataria impugnada, se han 

presentado alegaciones con fecha 16 y 17 de octubre.

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO     

PRIMERO: Representación y legitimación

Consta en el expediente la legitimación de la recurrente y la representación de 

V.M.E.E., que actúa en nombre y representación de ILUNTZE.

SEGUNDO: Inclusión del contrato en el ámbito objetivo del recurso especial 

Según el artículo 44.1 a) de la LCSP, son susceptibles de recurso especial en 

materia de contratación los contratos de servicios cuyo valor estimado supere 

los 100.000 euros.

TERCERO: Impugnabilidad del acto 

El artículo 44.2 c) de la LCSP señala que podrán ser objeto de recurso los 

acuerdos de adjudicación.

CUARTO: Interposición del recurso en tiempo y forma 

El recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma. 

QUINTO: Régimen jurídico del poder adjudicador

En cuanto al régimen jurídico aplicable, el Ayuntamiento de Igorre tiene la 

condición de poder adjudicador, y en concreto de Administración Pública, según 

lo dispuesto en el artículo 3 de la LCSP.
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SEXTO: Argumentos del recurso

Los argumentos del recurso son, en síntesis, los siguientes:

a) La oferta económica inicial de GOROSTI era anormalmente baja, 

incurriendo en baja temeraria según lo establecido en el artículo 149 de la 

LCSP. La Mesa de Contratación, en lugar de aplicar el procedimiento previsto 

para ofertas anormalmente bajas, permitió a la adjudicataria modificar su oferta 

económica tras la apertura de las ofertas del resto de licitadores. Esta 

modificación de la oferta, duplicando su importe y que le permitió salir de su 

condición de oferta económica anormal, supone una clara infracción de los 

pliegos de contratación y de la legislación aplicable, generando un perjuicio 

económico grave e indefensión al recurrente.

b) La mesa de contratación no debió dar un trámite de aclaración a 

GOROSTI, sino que debió (i) requerir documentación adicional para justificar 

la viabilidad de la oferta por ese precio o (ii) rechazar la oferta por error notorio 

o incongruencia evidente, por lo que esta forma de proceder supuso la 

infracción jurídica denunciada.

c) Finalmente, se solicita la estimación del recurso especial con la revocación 

del acto impugnado y se acuerde la inadmisión de la oferta de GOROSTI o, 

subsidiariamente, el requerimiento de documentación que justifique el bajo 

nivel del precio ofertado.

SÉPTIMO: Alegaciones de GOROSTI

La adjudicataria impugnada se opone a la estimación del recurso, en síntesis, 

por los siguientes argumentos:

a) La normativa de contratación pública y la jurisprudencia favorecen la 

subsanación de defectos u omisiones en las ofertas, siempre que no se altere 

su esencia. En defensa de su argumento GOROSTI cita el artículo 132.1 de la 

LCSP.
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b) La adjudicataria reconoce que la oferta económica no puede modificarse 

sustancialmente. Sin embargo, se defiende que la aclaración solicitada por el 

Ayuntamiento de Igorre no alteró su oferta, sino que simplemente especificó 

su alcance temporal (anual vs. bianual).

c) Niega que el pliego de condiciones exigiera una oferta económica 

desglosada o descrita para el periodo de dos años. Se argumenta que la única 

mención a "dos años" en el pliego se refiere al precio máximo de licitación, no 

a la forma de presentación de la oferta, por lo que es perfectamente válido 

detallar la oferta económica anualmente. En definitiva, no ha sido 

responsabilidad de la alegante describir el precio ofertado para la licitación por 

un año en lugar de hacerlo por dos, toda vez que en los pliegos no se exigía 

este requisito.

d) GOROSTI considera absurdo que su oferta económica original fuera 

inferior al 50% de la siguiente oferta más baja, argumentando que dicha 

interpretación iría en contra de la lógica y la sana crítica. Se defiende que la 

oferta original era anual y que la aclaración o subsanación posterior, 

plenamente aplicable a este supuesto, simplemente dobló el precio para el 

periodo bienal.

e) Como alegación complementaria, se argumenta que la solicitud de 

aclaraciones sobre la oferta económica, realizada tanto a su empresa como a 

la recurrente, evidencia la ambigüedad del pliego de condiciones respecto al 

periodo que debía cubrir la oferta económica (anual, bienal, etc.)

OCTAVO: Alegaciones del poder adjudicador

El poder adjudicador se opone a la estimación del recurso alegando de forma 

resumida lo siguiente:

a) El órgano de contratación tuvo conocimiento por parte de Dª. M.I.L.B. que 

asistió al acto de apertura de las proposiciones económicas en representación 

de GOROSTI que su representada había incurrido en un error al formular la 
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proposición económica al haber consignado su oferta para una anualidad en vez 

de para las dos anualidades requeridas.

b) Al efecto de verificar dicho error, se requirió a GOROSTI para que aclarase 

el precio base para los dos años de duración del contrato, la cual manifestó que 

el precio propuesto tenía un carácter anual y, por tanto, el precio base para los 

dos años era el duplo de aquél.

c) Al parecer del Ayuntamiento la corrección de la oferta económica no suponía 

una modificación del importe inicialmente presentado, pues únicamente se 

realizó la multiplicación por dos de ese importe para adecuarlo al plazo de dos 

años. En el presente supuesto se ha producido un claro error material que en 

virtud del artículo 84 RGLCSP y la reciente doctrina de los tribunales del TACRC 

puede ser subsanado, sin que ello suponga una modificación de la oferta o 

conculcación de los principios rectores recogidos por la LCSP. No existe oferta 

anormal o temeraria. 

NOVENO: Apreciaciones del OARC / KEAO

El análisis del recurso debe partir de lo establecido en los pliegos que rigen la 

licitación que, por no haber sido impugnados en tiempo y forma, vinculan al poder 

adjudicador y a los participantes en el procedimiento de adjudicación. En este 

caso, son relevantes los siguientes apartados:

CARÁTULA PCAP
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PLIEGO DE CLÁUSULAS ADMINISTRATIVAS PARTICULARES

(…)

ARTICULO 10.- PRESENTACION ELECTRONICA DE PROPOSICIONES Y 

DOCUMENTACION
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Por otra parte, el contenido de la oferta económica de GOROSTI es el siguiente:
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En resumen, la cuestión de fondo es la adecuación a Derecho de la decisión de 

la Mesa de contratación, ratificada por el Órgano de contratación, de admitir la 

aclaración de reconocimiento de un error de plasmación del precio del contrato 

de la adjudicataria, lo que en opinión de la recurrente ha supuesto una 

modificación de la oferta que debería haber conllevado la exclusión de aquélla. 

A juicio de este Órgano, el motivo impugnatorio debe ser estimado por las 

siguientes razones:

1) Se observa que la literalidad de la proposición respeta el modelo de oferta 

en cuanto a su sentido y contenido, y que el licitador se ha limitado a 

cumplimentarlo con el importe propuesto. Dicho importe solo puede 

referirse a la prestación contractual, tal y como esta se define en los 

pliegos de la licitación, es decir, con una vigencia de dos años, según la 

cláusula 1 de la carátula del PCAP más arriba reproducida, sin que quepa 

aceptar la alegación de la adjudicataria de que no existe precepto alguno 

que obligue a entender que el precio de la oferta ha de presentarse a dos 

años por lo siguiente:

 En el modelo de proposición presentado por GOROSTI, ésta se 

comprometía a la ejecución del contrato por un precio cierto y claro de 

64.239,58€, conociendo el proyecto, el PCAP y demás 

documentación que rige el contrato que expresamente asume y acata 

en su totalidad. 

 En este sentido, se observa que en los pliegos son varias las cláusulas 

en las que se menciona el plazo de duración del contrato, a saber: (i) 

Caratula del PCAP (Plazo de duración y Precio tipo de licitación 

máximo y (ii) PCAP (Artículo 2 y 4). Por otro lado, consta en el 

expediente (Paginas 237 y 238) que a la consulta de GOROSTI 

“Duración del contrato entiendo que son dos años sin prorroga” el órgano de 

contratación contesto que “Sí”. Por último, ha de señalarse que 

GOROSTI en su oferta y en lo relativo al criterio de adjudicación 
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“Mejoras” en uno de sus apartados indicaba expresamente: Mejora nº5 

Plantación de flor de temporada 800€ de coste anual (€/año), 1600€ coste contrato 

(€). 

 No existe duda alguna, por tanto, de que la adjudicataria conocía que 

el plazo de ejecución del presente contrato era de dos años y que, por 

ello, el precio a ofertar, como figura económica central y básica del 

mismo, debía contemplar y abarcar ese plazo con el fin de que la 

prestación fuera a ser viable. En este sentido, no cabe aceptar la 

alegación complementaria relativa a la ambigüedad del pliego 

respecto del periodo que debía cubrir la oferta económica (anual o 

bianual) basada en que también se solicitó aclaración a la recurrente, 

por cuanto que el propio poder adjudicador ha reconocido que no 

procedía la solicitud enviada al ser correcta la documentación 

presentada por ILUNTZE (página 189 expediente). 

 En definitiva, el reconocimiento por la mercantil tras la apertura de las 

plicas económicas de que su oferta económica adolecía de error 

manifiesto o inconsistencia por inviable al no referirse a la duración 

total de la ejecución del contrato constituye motivo de rechazo de la 

proposición y consiguiente exclusión respecto de la licitación, según 

los pliegos que rigen el procedimiento de adjudicación (letra c, artículo 

10 PCAP) y el artículo 84 del Reglamento General de la Ley de 

Contratos de las Administraciones Públicas. 

2) La adjudicataria impugnada y el poder adjudicador consideran posible la 

subsanación del error cometido. Sin embargo, a juicio de este 

OARC/KEAO, ello no es así, pues supondría sobrepasar la mera 

corrección de un error material o un error de cuenta (error palmario o 

evidente que no requiere de valoración o interpretación jurídica alguna y 

se evidencia cuál es la voluntad real del licitador) y convertirla en una 

alteración de la oferta al aceptar la posibilidad de que las proposiciones 

puedan ser modificadas de modo sustancial después de presentadas, 

infringiendo el principio de la inmutabilidad de la oferta. En este caso, la 
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reinterpretación de la oferta efectuada por el poder adjudicador y 

GOROSTI supone, de hecho, una modificación de la proposición inicial, 

conocidos, además, el resto de los precios ofertados por los licitadores, lo 

que le permitiría justificar un nuevo precio en función de aquéllos. Esta 

conclusión no se deduce solamente de la circunstancia de que se haya 

cambiado su literalidad sino, especialmente, de que dicha modificación no 

se ha basado en algún otro contenido de la oferta contradictorio con 

aquélla o indicios presentes en la documentación de la proposición. En 

definitiva, se ha producido una alteración de la oferta con el fin de hacerla 

viable, lo cual no es conforme a derecho. 

3) Al hilo de lo anterior, este OARC / KEAO, al igual que otros Tribunales, ha 

admitido que el poder adjudicador solicite una aclaración al operador 

económico cuando del contexto de la oferta puede deducirse que la 

verdadera voluntad del licitador no ha sido correctamente formalizada o 

está ambiguamente expresada y ha sido ocultada por un error en su 

plasmación, pero puede deducirse de dicho contexto; en tal caso, la 

aclaración no equivale a una modificación o reelaboración de la oferta, lo 

que la LCSP prohíbe en los procedimientos abiertos como el analizado 

por ser equivalente a negociarla (artículo 156.1 de la LCSP), sino que 

simplemente se confirmaría la citada voluntad real (ver, por todas, la 

Resolución 53/2019 y la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea, TJUE, de 28 de febrero de 2018, asunto C-523/16, ECLI: 

EU:C:2018:122, apartados 49 al 53). Sin embargo, en el supuesto 

analizado no hay dato o contradicción alguna en el contexto del 

documento que permita deducir que la intención de GOROSTI sea distinta 

de la efectivamente reflejada, más aún, cuando en la oferta económica no 

se expresaba que fuese anual, tal y como se indicaba, por ejemplo, en la 

mejora relativa a las flores de temporada. 

4)  En consecuencia, al no haber ambigüedad o error en la oferta, y a la luz 

del modelo de oferta (no existía en los Pliegos ninguna posibilidad de 

licitar por anualidades), de la documentación contractual y de lo escrito 

por el licitador, no tenía la Mesa ningún elemento de juicio para deducir 
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que la oferta real era superior a la consignada, que se refería a solo un 

año. El único argumento que fundamenta la adjudicataria es la 

consideración de que la literalidad de la oferta es absurda por proponer 

un precio tan bajo que resultaba “manifiestamente contrario a la normativa y a las 

bases de la licitación”. Sin embargo, aceptar este argumento llevaría a 

considerar error subsanable cualquier configuración de la oferta 

económica que llevara a la exclusión o penalización de la proposición con 

el argumento de que no tiene sentido que nadie presente una proposición 

destinada a ser rechazada o deficientemente valorada. Conviene recordar 

que, por el contrario, la jurisprudencia del TJUE establece que la correcta 

presentación de la proposición incumbe única y exclusivamente al 

licitador, por lo que solo éste es el responsable de la confección negligente 

de su oferta (ver, por todas, la Resolución 184/2018 del OARC / KEAO y 

la STJUE de 29 de marzo de 2012, asunto C-599/10, 

ECLI:EU:C:2012:191, apartado 38). Debe señalarse asimismo que, 

siendo el criterio precio con mucho el más importante y decisivo en la 

licitación, su compleción debe hacerse con el máximo cuidado, atención 

y revisión por parte de un licitador diligente. 

5)  Por todo lo indicado anteriormente, el recurso debe estimarse y proceder 

a la exclusión de la oferta de la mercantil GOROSTI con retroacción de 

las actuaciones de acuerdo con lo previsto en el artículo 150.4 de la LCSP.

Por todo lo expuesto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 46.1 de la 

LCSP y en la Disposición Adicional Octava de la Ley 5/2010, de 23 de diciembre, 

por la que se aprueban los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 

de Euskadi para el ejercicio 2011, la Titular del Órgano Administrativo de 

Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi / Euskal 

Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen Administrazio 

Organoaren titularra,



12/12

RESUELVE

PRIMERO: Estimar el recurso especial en materia de contratación interpuesto 

por la empresa JARDINERÍA ILUNTZE S.L.U., contra la adjudicación del contrato 

de “Servicio de conservación y mantenimiento de zonas ajardinadas, arbolado 

urbano, parterres, jardineras de vía pública, paseos peatonales y campo de 

rugby del municipio de Igorre”, tramitado por el Ayuntamiento de Igorre, 

excluyendo la oferta de GOROSTI y ordenando la retroacción de actuaciones de 

acuerdo con lo expresado en el apartado 5) del Fundamento jurídico noveno de 

la presente Resolución.

SEGUNDO: Levantar la suspensión de la ejecución del acto impugnado, de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 57.3 de la LCSP.

TERCERO: Notificar este acuerdo a todos los interesados en este 

procedimiento.

CUARTO: De acuerdo con lo previsto en el artículo 57.4 de la LCSP, requerir al 

poder adjudicador para que dé conocimiento a este OARC / KEAO de las 

actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a la presente Resolución.

QUINTO: Contra la presente resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo 

cabe la interposición de recurso contencioso- administrativo (artículo 44.1 Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, LJ) en el 

plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a la notificación de esta 

(artículo 46. 1 LJ), ante el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (artículo 

10.1 k) LJ), de conformidad con el artículo 59.1 de la LCSP.

Vitoria-Gasteiz, 2025eko urtarrilaren 22a

Vitoria-Gasteiz, 22 de enero de 2025


